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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Pereira,  once (11) de octubre de dos mil trece (2013)

Proyecto aprobado por Acta No. 613
Hora: 6:00 p.m. 
ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la doctora Paola Andrea Herrera Marulanda apoderada de la señora Ana Beatriz Chica Sánchez, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira.

    IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata de la señora Ana Beatriz Chica Sánchez, quien se identificó con la cédula No. 25.155.909 de Santa Rosa de Cabal, recibe notificaciones en la carrera 7 Nro. 18-21 ofc. 303 Edf. Antonio Correa, teléfono 3359089 de Pereira. 

ENTIDAD ACCIONADA

Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, ubicada en la calle 19 Nro. 12-10 de Pereira. 

AFP Colfondos S.A., con sede en la calle  15 Nro. 13-110 c.c. Pereira Plaza local 15-34 sector chapolera, teléfono 32259089 de Pereira. 

HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

La doctora Paola Andrea Herrera Marulanda, apoderada judicial de la señora Ana Beatriz Chica Sánchez, interpuso acción de tutela en contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones y AFP Colfondos, con el fin de que se autorizara el traslado de la titular de los derechos del régimen de ahorro individual con solidaridad al de prima media con prestación definida. Su pretensiones se fundamenta en que para el día 30 de junio de 1995, fecha de entrada en vigencia del sistema general de pensiones a nivel departamental, municipal y distrital, la señora Chica Sánchez contaba con 35 años de edad y había prestado sus servicios durante más de quince años al Ministerio de Educación Nacional y a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira. 

La señora Ana Beatriz Chica Sánchez se vinculó a la AFP Colfondos y el día 5 de julio del año en curso a través de su apoderada judicial elevó una solicitud de traslado ante Colpensiones, la cual fue denegada ya que se encuentra a diez años o menos de pensionarse.  

El día 13 de julio 2013 la representante judicial de la accionante formuló igual petición ante la AFP Colfondos, entidad que mediante oficio del 17 de julio de 2013 le indicó que Colpensiones aún no había radicado la solicitud de traslado de manera directa y formalmente.   


PETICIÓN

Solicita del juez constitucional que: i) se tutelen sus derechos fundamentales a la igualdad, a la seguridad social, a la libertad de escogencia del régimen pensional, al principio de favorabilidad, al debido proceso, el de petición, a la seguridad social, y los derechos adquiridos; ii) se ordene a las entidades accionadas que procedan a autorizar y efectuar el traslado de la señora Ana Beatriz Chica Sánchez al régimen de prima media con prestación definida; y iii) se disponga el traslado de la totalidad de los ahorros efectuados en el régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida. 
PRUEBAS ALLEGADAS POR LA ACCIONANTE 

· Cédula de ciudadanía de la señora Ana Beatriz Chica Sánchez.

· Formulario de afiliación al sistema general de pensiones.

· Certificado de información laboral.

· Formato único para la expedición de certificado de historia laboral 

· Derecho de petición dirigido a Colpensiones. 

· Poder especial conferido por la accionante a la doctora Paola Andrea Herrera Marulanda para adelantar solicitud de traslado entre regimenes pensionales.

· Oficio Nro. BZ2013-4456884-1312683 de fecha 5 de julio de 2013, proferido por Colpensiones. 

· Guía de correo certificado de la empresa Servientrega
· Derecho de petición dirigido a la AFP Colfondos.

· Oficio Nro. AO (PEI)-0119-13 del 17 de julio de 2013 proferido por la AFP Colfondos. 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

Las entidades accionadas no dieron respuesta a la presente acción de tutela, haciendo caso omiso al requerimiento realizado en primera instancia.
DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de septiembre de 2013 el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento resolvió denegar la acción de tutela incoada, porque al analizar la documentación aportada constató que la accionante no cumplía con los requisitos para ser beneficiaria del régimen de transición pensional. 
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La doctora Paola Andrea Herrera Marulanda impugnó el fallo en el término legal para ello, en términos similares a los expuestos en el escrito introductorio, y solicitó que se revocara el fallo de primer grado. 
CONSIDERACIONES
Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N 
La acción de tutela, fue consagrada como el mecanismo preferente y sumario, por medio del cual, toda persona puede reclamar ante los jueces, por si misma o a través de otro,  la protección de sus derechos constitucionales  fundamentales, cuando considere que han sido lesionados o se encuentran en peligro de estarlo,  por la acción u omisión de una autoridad pública, o de particulares encargados de la prestación de un servicio público, de quienes con su actuar afecten gravemente el interés colectivo, o respecto de quienes se pueda predicar indefensión o subordinación.

Se tiene entonces, que la acción constitucional puede ser adelantada por apoderado judicial cuando así lo decida el titular de los derechos fundamentales que se busca proteger. Sin embargo, cuando esto sucede, dicho apoderado debe contar con poder especial que le permita actuar en defensa  de su poderdante, en el evento específico en que tuvo lugar la vulneración o amenaza de éstos. 

Sobre el particular, el máximo tribunal constitucional expuso:

“…Sin embargo, cuando se obre a través de apoderado judicial, el juez debe exigir que se aporte el poder debidamente otorgado por el titular de los derechos, el cual ha de ser expreso para la tutela, porque de no serlo la acción habrá de ser rechazada por falta de legitimidad para actuar…” 
 (negrilla no original).

En pronunciamiento posterior, la misma Corporación sostuvo:

“…El apoderamiento judicial, en materia de acción de tutela, tiene su fundamento constitucional en el  artículo 86 de la Carta Política el cual dispone que la acción de tutela puede ejercerse por cualquiera persona directamente o “por quien actúe en su nombre”. Entretanto el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que estableció la posibilidad de la representación, de tal forma que toda persona podrá adelantar la acción de tutela “por sí misma o a través de representante”.

La Corte en reiterados fallos ha señalado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, así: (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito; (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico; (iii) el referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial; en este sentido (iv) el poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial; (iv) el destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.” 

Como puede observarse, el trámite de esta acción de tutela se inició a raíz del poder conferido por la señora Ana Beatriz Chica Sánchez a la abogada Paola Andrea Herrera Marulada, para iniciar y llevar hasta su terminación el traslado del régimen de ahorro individual con solidaridad al de prima media con prestación definida, en contra de Colpensiones y la AFP Colfondos y en el que además, se le confirieron facultades para recibir, desistir, renunciar, sustituir, conciliar, reasumir, entre otras.

Deviene de lo anterior, que la doctora Herrera Marulanda no contaba con poder especial para iniciar la acción de tutela pretendida en contra de Colpensiones y la AFP Colfondos, ya que se le otorgó mandato para actuar como representante de la actora en un trámite sustancialmente diverso a este, lo que lleva a que la Corporación concluya que existe falta de legitimación por activa. De esta forma, el Juez de primer nivel debió haber rechazado de plano la demanda y en consecuencia, abstenerse de darle trámite a la solicitud de amparo.

En ese orden de ideas, la Sala decretará la nulidad de todo lo actuado dentro del presente trámite,  y rechazará de plano la demanda. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución  y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de todo lo actuado dentro de la acción de tutela promovida por la señora Ana Beatriz Chica Sánchez a través de la abogada Paola Andrea Herrera Marulanda  en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones y la AFP Colfondos. 
SEGUNDO: RECHAZAR DE PLANO la demanda de tutela presentada por la abogada Paola Andrea Herrera Marulanda, por carecer de legitimidad para actuar.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
� Sentencia T-379 de 2005.  M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño,


� Sentencia T-995 de 2008. M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Folio 34  cuaderno principal
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